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• Control de  constitucionalidad de las leyes 
estadales y municipales

• Control de  constitucionalidad de los actos de 
gobierno

• Control de  constitucionalidad de los tratados 
internacionales

• Control de  constitucionalidad de los decretos 
de estado de excepción

• Control de  constitucionalidad por omisión de 
los actos del Poder Legislativo

• Control de constitucionalidad por colisión o 
conflicto de leyes 

• Control de competencia de los Poderes 
Públicos

• Control de constitucionalidad de la 

jurisprudencia

El control jurídico, atribuido por excelencia al 
Poder Judicial tiene sus extensiones en el mismo 
Poder Ejecutivo, por la atribución del “Control de 
la Constitucionalidad de los Proyectos de Ley”, 
contenida en el Artículo 214, en virtud del cual:

Artículo 214 : “...Cuando el Presidente 
o Presidenta de la República considere 
que la ley o alguno de sus artículos 
es inconstitucional, solicitará el 
pronunciamiento de la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia, en el 
lapso de diez días que tiene para promulgar 
la misma...”

CONCLUSIONES

En el sistema de controles destaca el llamado 
control jurídico, control de juridicidad  que 
es más bien un control de constitucionalidad, 
el cual a simple vista podría parecer como un 
problema de puro Derecho de interés exclusivo 
de los juristas.  Sin embargo no debemos obviar 
su trascendental importancia: Gracias al control 

jurídico, se robustece la seguridad jurídica y se 
coadyuva a la estabilidad del  sistema político.

Con la incorporación de los nuevos elementos 
de participación en materia de control, se 
favorecen las condiciones para el desarrollo 
de una cultura institucional basada en valores 
democráticos que hacen  posible que quienes 
representan a los órganos del Poder Público sean 
proclives al control y lo reconozcan como un 
aspecto inherente al ejercicio del Poder mismo.

 Sin entrar en confrontación con la realidad 
práctica, que sería materia de otro estudio, 
la prescripción de un sistema de controles 
en la Constitución de 1999  orienta h a la 
institucionalidad del Estado venezolano en 
un ángulo de perfeccionamiento del sistema 
democrático y del Estado de Derecho alcanzable 
con su efectiva aplicación.

“El ser está constituido por la realidad
 que en algunos casos puede estar impregnada 

de anti-valores.
 El deber ser, en cambio, es aspiración constante 

al crecimiento humano,
 a la realización  y calidad de vida en el 

contexto de los valores” 
(Luis Ponce de León,1998, p. 211)
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Institucionalidad Democrática
Conclusiones

2do. Ciclo de Talleres: 
4to: Taller: 

“SALA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL 
SUPREMO DE JUSTICIA: SOLUCIONES JURÍDICAS A 

SITUACIONES POLÍTICAS”

En el país que tenemos:

Sin duda que cualesquiera que sea la visión 
con que lo veamos es necesario reconocer un he-
cho: la vigencia de la Constitución por si misma 
no implica la vigencia de un Estado Social de 
Justicia y de Derecho. En otras palabras, cabe 
preguntarse ¿Podría un sistema de justicia cons-
titucional precaver el atentado contra la Cons-
titución que reviste forma normativa o puede 
por si misma ser un garante de los derechos de 
alcance subjetivo?

La Sala Constitucional se ha arrogado fun-
ciones que la Constitución atribuye únicamente 
al Poder Legislativo Nacional, vulnerando el 
principio de supremacía constitucional consa-
grado en el artículo 7º constitucional, y lo que 
es mas, la Sala Política Administrativa, se ha 
arrogado funciones de interprete constitucional 
y ha llegado igualmente a legislar, creando una 
situación de inseguridad jurídica, que nos lleva 
a preguntarnos: ¿De qué tipo de Justicia Cons-
titucional estamos hablando? ¿De una Justicia 
Constitucional sesgada y politizada?, o ¿de una 
Justicia Constitucional imparcial e independien-
te, base y principio del  Estado Social de Justicia 
y de Derecho?

En el país que queremos:

Se propone una Sala Constitucional:
1. Cuyas decisiones no  perjudiquen la libertad 

del proceso político, debe asumir por tanto 
que su rol en el proceso político es vigilar 
precisamente las arbitrariedades que puedan 
cometerse;

2. La interpretación constitucional debe con-
cebirla como medio para promover el valor 
de la constitución tomada integralmente; sus 
sentencias y criterios deben tener continuidad 
sin que ello excluya el análisis crítico de la 
jurisprudencia y su renovación; 

3. Debe facilitar la aplicación de la Constitu-
ción;

4. Debe considerar las consecuencias que sus 
decisiones puedan traer a la vida constitucional, 
al funcionamiento concreto del sistema  
jurídico, a la forma de gobierno y al equipo 
del sistema económico. 

El Poder Público es intrínsecamente limitado. 
El Poder está sólo para ser controlado, pero 
solamente el Poder controla al Poder.  La clave 
del ejercicio del Poder reside en la auto-limitación 
del Poder, para lo cual se aplica un sistema de 
frenos y de pesos y contrapesos que permite, tal 
como lo expresó Montesquieu en L’Esprit des 
Lois (1748): “le pouvoir arrête le puovoir”.



201

“Cuadernos para el Debate”

Centro de Estudios Políticos y Administrativos Serie: Nº 1 y Nº 2 Valencia, 2007

Con la incorporación de los nuevos elementos 
de participación en materia de control, se 
favorecen las condiciones para el desarrollo 
de una cultura institucional basada en valores 
democráticos que hacen  posible que quienes 
representan a los órganos del Poder Público sean 
proclives al control y lo reconozcan como un 
aspecto inherente al ejercicio del Poder mismo.

La prescripción de un sistema de controles 
en la Constitución de 1999  orienta a la 
institucionalidad del Estado venezolano en 
un ángulo de perfeccionamiento del sistema 
democrático y del Estado de Derecho alcanzable 
con su efectiva aplicación.


